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    Introducción: buscando el lugar de las religiones en el espacio público


    Enrique Romerales y Eduardo Zazo


    1.


    Desde hace bastante tiempo, en lo relativo a su concepción de la religión, un importante número de ciudadanos europeos parece haber sido —de forma más o menos consciente— marxista y positivista, creyendo que las religiones son básicamente una expresión de la miseria real y de la ignorancia. Dicho en otros términos: han creído que la religión es el producto tanto del subdesarrollo económico y social como del atraso cultural y científico. Partiendo de esta tesis, la conclusión resulta obvia: cuando tal miseria real sea suprimida, cuando el desarrollo económico-social y el científico-cultural permeen también las amplias capas inferiores del estrato social, entonces la religión se extinguirá paulatinamente por sí sola. Pero este tipo de teorías sobre las religiones y su próximo final no nos han ayudado a comprender lo que ha ocurrido en los últimos decenios, y especialmente desde el 11-S.


    Desde la segunda mitad del siglo XIX muchos europeos seculares, laicos, agnósticos o ateos pensaron que el triunfo de la razón iría acompañado del declive de las religiones: tarde o temprano, el uso de la razón ilustrada se llevaría a las religiones por el sumidero de la historia. Este tipo de ideología sostenía que el surgimiento de un espacio público secular es incompatible con la presencia en él de las instituciones religiosas, y contemplaba toda manifestación religiosa en el ámbito público con extremo recelo, considerándola como una extralimitación y una ocupación ilegítima, e intentaba por todos los medios relegarla al ámbito exclusivamente privado.


    Por otra parte, muchos europeos religiosos también asumieron la tensión entre la razón moderna y su propia religión (cristiana), y se lanzaron a un combate a pecho descubierto contra todas las ideologías políticas hostiles hacia su religión. El ejemplo paradigmático lo constituye la contrarrevolución que representó el Concilio Vaticano I entre 1869 y 1870. De este modo, las diferentes instituciones religiosas presentes en Europa a menudo no han estado a la altura de lo que exige el lenguaje público de la razón. Su voluntad de imponer una agenda política, una terminología e incluso una gramática particular ha ralentizado la conformación de una razón pública que sea neutral con respecto a las religiones. Cuando esta razón pública secular devino hegemónica en el siglo pasado en la mayor parte de los Estados europeos, muchas de las instituciones religiosas entraron en contradicción con ella. La consideración de las propias creencias desde un punto de vista exclusivo y excluyente en el debate público ha permitido justificar el veto a su entrada en el espacio público. Ni las diferentes instituciones religiosas estaban ávidas de acceder a un espacio público del cual recelaban, o al que incluso menospreciaban, ni tampoco los «guardianes» del espacio público deseaban que éstas se incorporaran. Los diversos prejuicios no eran propicios para ninguna clase de entendimiento: por parte de las religiones, lo impedía la resistencia a la relativización de su carácter absoluto al tener que entrar en pie de igualdad en el debate público; por parte de los custodios seculares del espacio público, lo era la suspicacia ante lo que se consideraba una intrusión ilegítima. El resultado fue una situación de tensión y hostilidad recíprocas.


    Hoy en día, en cambio, el espacio público postsecular europeo invita a las religiones a participar en el debate público. El mayor actor político europeo, la Unión Europea, reconoce que las religiones desempeñan un papel fundamental en la arena pública de nuestro continente, siempre y cuando asuman el marco y las normas de la razón pública y traduzcan su mensaje en los términos y en la gramática de esta misma razón pública (algo que queda puesto de manifiesto en el capítulo de Jean Marc Ferry del presente libro). Igualmente, muchas autoridades religiosas (cristianas, pero también musulmanas, judías, budistas, etc.) se han decidido a intervenir en el espacio público, desprendiéndose de su voluntad de monopolio y de imposición. Con la redefinición de su actitud global, aceptando el falibilismo y la crítica en un espacio plural, tienen garantizada la posibilidad de ser escuchadas en pie de igualdad con otras voces religiosas y no religiosas.


    El nuevo espacio público postsecular europeo suprime la previa excomunión política de la religión, al tiempo que las religiones, que voluntariamente habían validado dicha excomunión al no reconocer la autonomía del lenguaje no religioso de la razón pública (creyendo ingenuamente poder vencerla), deciden acceder a dicho ámbito con una nueva disposición. Como muestra Arnauld Leclerc en su capítulo, la religión —el cristianismo, pero no solamente él— recupera así su dimensión política (que había perdido muy especialmente en Francia), pero desde unos parámetros bien distintos a aquéllos de los que disfrutó durante siglos, pues ya no va a ser un actor «privilegiado». De este modo, la hostilidad ha dejado de ser la actitud generalizada de la sociedad civil. Ante esta situación inédita, muchos europeos, faltos de referentes teóricos y normativos, buscan cierta orientación en el pensamiento y en la acción.


    Y cuando se trata de analizar la relación actual entre política, sociedad y religión, seguramente ningún lugar sea tan representativo, tan paradigmático y tan idiosincrásico como Jerusalén, la ciudad santa para las tres religiones monoteístas. Tanto por su poder simbólico, por lo que significa en el imaginario colectivo la idea misma de una «ciudad del templo» y «casa de Dios» (como nos cuenta Diego Garrocho en su capítulo), o por lo que representa el ser desterrado una y otra vez de Sión (experiencia narrada por Esther Bendahan), como por su sumamente abigarrada y cruenta historia, cuyo último siglo y medio —así como su situación actual— nos explica Roberto Navarrete en su amplio capítulo, descifrándonos claves interpretativas esenciales. Porque Jerusalén —parafraseando lo que decía Churchill sobre los Balcanes— ha producido y sigue produciendo mucha más historia de la que puede digerir. Y, citando esta vez a Hans Küng, si «no habrá paz en el mundo hasta que no haya paz entre las religiones», ésta no arribará hasta que reinen la paz y la concordia en Jerusalén.
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    Todos los participantes en este libro somos además conscientes de la particular situación de las religiones en España y en Iberoamérica. Aquí, «pensar públicamente las religiones» sigue siendo casi un oxímoron. En los debates sobre las religiones la discusión gira inevitablemente en torno a la única religión con presencia relevante: el catolicismo. El confuso debate sobre las religiones suele convertirse en una discusión, excesivamente politizada, sobre la religión católica, y el dilema suele ser el siguiente: o bien se sobreentiende que pensar sobre las religiones significa pensar contra esa específica religión (y ampliando la acusación, contra todas las religiones), y entonces no merece la pena dedicar tiempo a estos temas; o bien se sabe que pensar desde esa religión (y desde cualquier otra) en el foro público conduce, por un camino predeterminado por las autoridades religiosas, a los márgenes de la misma, a la irrelevancia y, en último término, a la expulsión (situaciones que describe Vicente Díaz en su capítulo). Porque con frecuencia se da una relación inversamente proporcional entre la penetración intelectual, el rigor crítico y la apertura de miras de una persona religiosa y el poder que pueda llegar a ostentar dentro de las instituciones eclesiásticas. En este caso, pensar sobre religiones puede resultar molesto ante las jerarquías y arriesgado para los teólogos. Claro que, en otros lares, ello supone poner en peligro no sólo el estatus, sino incluso la vida, como relata muy detalladamente Waleed Saleh en su capítulo sobre el librepensamiento en el mundo islámico.


    En nuestra geografía intelectual, que también incluye a Europa, hasta hace escasos años el tema de las religiones en el espacio público era prácticamente tabú. Incluso en nuestro medio intelectual, las universidades, los think tanks y las fundaciones, hoy en día se nos suele recomendar no plantear simposios, seminarios o congresos sobre estos temas, porque siempre «se acaba molestando» a alguien y los superiores podrían verse forzados a tener que dar explicaciones ante instituciones que siguen creyendo tener el monopolio de la reflexión sobre estos asuntos. La situación geopolítica global, sin embargo, al igual que ha sacado a las religiones de la excomunión política, también ha hecho que algunas religiones quieran entrar en el debate público con un lenguaje secular compartido por todos. Este movimiento quiasmático se detecta fácilmente en diferentes niveles desde finales de los ochenta, y de forma manifiesta tras el 11-S. Tales desplazamientos pueden comprenderse en el sentido de que las religiones se incorporan ahora al diálogo y el diálogo incorpora a las religiones. No obstante, no se plantea aquí especialmente el diálogo interreligioso (del que sí se ocupa Jorge Úbeda en su capítulo), sino el diálogo de las diferentes instituciones religiosas con los distintos niveles de la sociedad civil y de la administración pública: un diálogo transparente, honesto y proactivo que incluye a las diferentes religiones presentes en Europa (también al islam) a condición de que renuncien a sus pretensiones holistas al entrar en el espacio público y reconozcan la validez y legitimidad (que no la verdad) de las demás posiciones.


    Sin embargo, la historia, y particularmente nuestra historia española, pone obstáculos a este movimiento que en otros países está más normalizado. En España, y en general en los países cultural e históricamente católicos, la Iglesia católica, al menos hasta el Concilio Vaticano II, ha destacado su preeminencia pública y ha apoyado a las élites económicas, sociales y políticas, quienes, por otra parte, tampoco se han mostrado especialmente devotas, sino más bien creyentes en la eficacia institucional y legitimadora de la religión. De esta forma, se ha generado un escenario donde los símbolos religiosos se han convertido en asunto político polémico y se ha producido una fisura social entre dos grandes grupos: una bancada religiosa apoyada por gran parte de una Iglesia católica militante, por un lado; y una bancada atea igualmente militante que suele copiar, de manera invertida, el modelo orgánico y monopolista del sistema del catolicismo, por otro. A su vez, estos dos grupos han disputado y disputan sin fin sobre los medios de socialización y educación. La escisión suele ser tan grande que la mayoría de los intentos por mediar entre uno y otro bando se han considerado y se consideran como un acto de traición y de confusión. De este modo, se han generado espirales violentas, polarizaciones y enfrentamientos que imposibilitan la estabilidad a largo plazo. Las diversas y reiteradamente reformadas leyes sobre educación, ya en el período democrático posterior al franquismo, son un buen ejemplo de ello.


    A diferencia de países donde ha existido una mayoría protestante y una gran minoría católica (Países Bajos, Alemania o Suiza), en los países del sur de Europa, donde la Iglesia católica ha sido dominante, las minorías religiosas fueron suprimidas a sangre y fuego en muchos momentos de la historia. En ausencia de identidades religiosas alternativas e institucionalmente relevantes, los inconformes no se han organizado a partir de una confesión religiosa distinta, como sí ha ocurrido en los Estados Unidos (cuya apasionante historia de la religión civil nos refiere Marcos Reguera en su capítulo), sino que habitualmente lo han hecho configurando un bando político laicizante, anticlerical e igualmente orgánico doctrinalmente, que es fácilmente adaptable a cosmovisiones políticas orgánicas. En general, las alternativas políticas en aquellos territorios donde la Iglesia católica (u ortodoxa) ha mantenido el monopolio sobre los medios de salvación tienden a poseer el carácter religioso que ya Tocqueville denunció a propósito de la Revolución francesa y que muchos otros han denunciado a propósito de la Revolución rusa. Estas alternativas suelen copiar el modelo de dominio monopolístico y organicista de la Iglesia católica, expulsándola. El tópico del catolicismo sin Dios del republicanismo francés, del sistema comtiano o del durkheimiano refleja claramente esta concepción. Cierto laicismo de combate actual, siguiendo esta línea de pensamiento, se muestra conforme con la excomunión política de la religión en nombre de una concepción política que mantiene los rasgos monopolistas y organicistas de la religión que sufre la excomunión.


    Por otra parte, algunos católicos militantes avivan la llama del enfrentamiento al emplear el tópico del guerracivilismo para desacreditar toda propuesta política diferente a la suya. Acertadamente, detectan las pretensiones monopolísticas de algunos sectores de la bancada rival, pero se dedican a añadir más gasolina al fuego del odio en lugar de suavizar las formas, atenuar los motivos para la hostilidad y reconocer la legitimidad de algunas de las propuestas alternativas, sobre todo de las más conciliadoras. Este comportamiento a su vez enciende a los más radicales del bando rival, perpetuando así la fisura social y la consideración de la religión católica y de las religiones en general como una realidad esencialmente conflictiva y polémica. Esta situación se ha repetido cíclicamente a lo largo de nuestra traumática historia: largos períodos de masivo dominio de un catolicismo impositivo eran seguidos por breves períodos de anticlericalismo y ataques directos a la Iglesia católica.


    Hoy en día, esos dos momentos coexisten simultáneamente y no parece fácil que a corto o medio plazo la fractura se restañe y la situación general se estabilice. Esto requeriría por parte de las instituciones religiosas el reconocimiento del lenguaje propio, autónomo y común de la razón pública, al que deberían amoldar sus pretensiones para entrar en el debate público; requeriría igualmente por parte de ciertas instituciones civiles el reconocimiento del valor positivo de las religiones, haciendo quebrar la extendida asociación entre religión (católica) e irracionalismo, autoritarismo y antimodernismo; y también requeriría por parte de las instituciones públicas el reconocimiento del carácter vertebrador de la propia sociedad civil que poseen las identidades personales y colectivas basadas en las religiones: procesos todos ellos de difícil consecución en el corto plazo.


    No obstante, y esto merece la pena destacarlo, que las instituciones públicas y civiles, por un lado, no cuenten con el capital religioso es un despilfarro; que las instituciones religiosas, por otro lado, no se acerquen a la sociedad civil hablando su lenguaje y respetando su autonomía es un suicidio para ellas. En esa fractura nos movemos quienes presentamos este volumen colectivo que, salido de un simposio celebrado en la Universidad Autónoma de Madrid el 30 de noviembre de 2015, pretende acercar al lector la reflexión de unos cuantos expertos en estas cuestiones siempre poliédricas. Somos conscientes de que esta propuesta no es más que eso: una propuesta; que el conflicto forma parte ineludible de la dinámica social y geopolítica; que las religiones poseen un potencial explosivo (desgraciadamente en sentido literal, como aborda Enrique Romerales en su capítulo sobre la violencia islámica) basado en sus pretensiones absolutistas, difícil de desactivar; y que toda propuesta dialógica comporta la predisposición hacia el diálogo (algo que no hay por qué presuponer en ninguno de los actores sociales, como aborda Eduardo Zazo en su capítulo). No obstante, y aun siendo quienes esto firmamos no demasiado optimistas, no renunciamos a plantear un análisis de la siempre problemática cuestión de las religiones en el espacio público desde un enfoque filosófico y científico-social, ni dejamos de reconocer la necesidad de reflexiones como las que proponemos en este libro: reflexiones plurales, respetuosas con las diferencias y dispuestas de buena fe al diálogo.
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    El libro se articula en torno a tres grandes bloques. En el primero de ellos se recogen cuatro propuestas vertebradas en torno a la relación entre Europa y las religiones, especialmente en lo que se refiere a la articulación política de la religión y a su presencia en el espacio público.


    Jean-Marc Ferry propone la noción de un nuevo espacio público postsecular, que exige por parte de los diversos actores un cambio de actitudes: por parte de lo político, implica el reconocimiento de la debilidad de la razón pública ante algunos temas y su estrechez para acoger registros discursivos preargumentativos; por parte de lo religioso, implica, en la dimensión pragmática, la aceptación del falibilismo, el criticismo y el perspectivismo, y en la dimensión semántica, la necesidad de traducción de los símbolos religiosos al lenguaje común.


    Arnauld Leclerc explica cómo la actualidad y la visibilidad de las religiones, así como las nuevas reivindicaciones de la sociedad con respecto a asuntos relativos a valores últimos, cuestionan el modelo clásico de la razón pública y conducen a un replanteamiento de las relaciones entre lo político y lo religioso. Esta nueva razón pública, ampliada y permeable a las doctrinas comprehensivas de las religiones, apunta hacia un espacio público postsecular, cuyos rasgos centrales describe continuando las reflexiones previas de John Rawls, Jürgen Habermas, Charles Taylor y Jean-Marc Ferry.


    Enrique Romerales reflexiona sobre por qué Europa ha sido escogida como objeto preferente de la violencia fanática islámica, analizando las diversas reacciones que han provocado los recientes ataques terroristas de París, y cuestionando la oportunidad de la mayoría de ellas. Critica asimismo la ausencia de una respuesta programática que vaya más allá de las inmediatas reacciones de condena, y constituya una estrategia europea común planificada para atenuar el enfrentamiento con el islam y evitar la repetición de atentados, minando la base social de los terroristas.


    Eduardo Zazo estudia las razones de la ausencia, en lo relativo a los asuntos religiosos, de una política común de la Unión Europea, así como la situación de parcialidad religiosa de los diferentes Estados miembro. Al poner de relieve la contradicción entre los extendidos prejuicios antirreligiosos de las poblaciones europeas y su asunción de una identidad histórico-cultural basada en la religión mayoritaria de cada uno de los territorios, muestra las dificultades con que se enfrenta el islam cuando aparece en los espacios públicos europeos.


    En el segundo bloque se agrupan diversos y detallados estudios de caso sobre el diferente papel que las religiones han desempeñado tanto en la formación e historia como en el estado actual de diversos territorios: España, Israel, Estados Unidos y los países musulmanes.


    Vicente Díaz problematiza la difícil relación de la Iglesia católica con la modernidad y el revulsivo que supuso el Concilio Vaticano II, y describe específicamente la política eclesial del grupo hegemónico en la Iglesia católica española a partir de 1978, al que denomina integralista conservador posconciliar. Este grupo, basado en una teología de la cultura atravesada por un imaginario político integralista, concibe el espacio público como un espacio de misión, como un espacio de visibilidad y exhibición de lo religioso, y exhorta al laicado a hacerse partícipe de ese proceso en multitud de actos e intervenciones.


    Roberto Navarrete presenta un estudio pormenorizado de cómo era la situación en el Próximo Oriente tras la caída del Imperio Otomano, por qué y cómo surgió el Estado de Israel, y especialmente del innegociable papel que desempeña la ciudad santa de Jerusalén, tanto para los judíos como para los musulmanes. Sólo examinando la complejísima trama de cómo ha evolucionado la situación de la ciudad hasta desembocar en su actual estatus de facto —tan inestable como conflictivo— podremos comprender por qué el conflicto resulta irresoluble, dado el significado teológico-político de Jerusalén como axis mundi y como lugar del final de la historia para los seguidores de una y otra religión.


    Marcos Reguera estudia la conformación de la particular dimensión de la religiosidad estadounidense a partir del análisis de cuatro hipótesis diferentes sobre el papel de la religión en Estados Unidos. Esta minuciosa labor de reconstrucción le lleva a dar cuenta del fuerte arraigo de la religión en Estados Unidos, de la forma en que se entiende la fe, y a definir el American Way of Faith como una particular experiencia de la religión que en el espacio público se escinde en una pluralidad de iglesias, en el nivel comunitario; y en una religión civil compartida, en el nivel nacional.


    Waleed Saleh nos muestra que el islam no es una realidad tan uniforme y monolítica como a menudo se piensa desde Occidente, haciendo una panorámica de los diversos pensadores del pasado y del presente que, desde dentro, han aportado frescor y novedad a esa tradición, han sido críticos con sus aspectos más dogmáticos y autoritarios, y por ello han sufrido las consecuencias desde las correspondientes instituciones y autoridades religiosas. Es también una denuncia de las situaciones de opresión dentro del mundo islámico y de la involución social y cultural que en los últimos decenios han sufrido y están sufriendo muchos países donde domina el islam.


    El tercer bloque reúne tres propuestas más personales sobre lo que representan el judaísmo y el cristianismo como maneras de estar en el mundo, de participar activamente en él y de relacionarse con los otros, religiosos o no, de forma que ni ellos nos sean extraños ni nosotros lo seamos para ellos.


    Esther Bendahan relata la experiencia histórica —y personal— del ser y del vivir del judío como exilio permanente: desde la inicial expulsión del Paraíso hasta el destierro en Babilonia, pasando por la huida de Egipto en busca de la Tierra prometida. Exilio que no debe confundirse con la diáspora, cuando el judío se instala en otro país como su hábitat, pero sin que nunca llegue a ser su verdadera patria ni esencia, que es el no-lugar.


    Diego Garrocho propone un recorrido por la ciudad de Jerusalén, interpretada como ciudad-palabra, como ejemplo de ciudad modelo para una vinculación de la relación entre la ciudad y la palabra, entendida siempre como promesa imposible. También recorre la Nueva Jerusalén, no ya la ciudad tres veces santa, sino la ciudad nueva que, según varias corrientes protestantes, el cristianismo ortodoxo y el judaísmo ortodoxo, será restituida materialmente, en una concepción que está en la base de los actuales conflictos políticos.


    Jorge Úbeda plantea la necesidad y la viabilidad teológica del pluralismo religioso desde una perspectiva cristiana para defender que el pluralismo, entendido no como reducción a un supuesto núcleo religioso común de las diversas religiones, sino como la aceptación y el respeto de las múltiples opciones y actitudes religiosas, propicia la colaboración amistosa entre las religiones para conseguir fines humanos universales, como la paz, la solidaridad o el amor. De modo que el cristianismo, si es auténtico, no puede ser sino abierto, acogedor y teológicamente pluralista.


    


    


    


    


    


    


    

  


  
    


    I. RELIGIÓN, POLÍTICA Y SOCIEDAD EN EUROPA


    


    


    


    


    


    


    


    


    


    


    


    


    


    

  


  
    


    La religión in foro publico


    Jean-Marc Ferry


    Université de Nantes


    El artículo 17 del Tratado de la Unión Europea invita a las religiones del espacio público europeo a un diálogo regular con los poderes públicos. El tratado afirma, además, que las religiones de este espacio representan «una contribución positiva a la base identitaria de la Unión». Esta llamada oficial a una implicación de las religiones en nuestros espacios democráticos (o así pensados) confiere una actualidad política al tema de la postsecularidad, un tema que fue introducido en los medios académicos. Se dice que una sociedad es secular si permite el compromiso en cualquier actividad pública «sin encontrar a Dios».1 La religión ha dejado de ser el principio estructurante para convertirse en una esfera delimitada entre otras, y la creencia en Dios, que antaño iba de suyo, se ha convertido en una simple opción que no es evidente por sí misma. Sin embargo, el carácter opcional de la creencia en Dios, así como la privatización de la convicción religiosa, serían fenómenos superficiales. Después de Max Weber, se admite que el declive de la influencia de la Iglesia en la determinación directa de las normas públicas encuentra un apoyo esencial en la diferenciación de las esferas donde se encarnan las racionalidades diferenciadas de la ciencia y la técnica, de la moral y el derecho, del arte y la religión. Éste es el punto de vista sociológico. Desde algunas posiciones filosóficas —por ejemplo las de Karl Löwith, Eric Voegelin o Carl Schmitt— se defiende, sin embargo, que con la autonomización de estas esferas de valor ha tenido lugar una transferencia de sacralidad, confiriendo una «perennidad escondida» a la tradición cristiana, lo que hace que se denuncie como ilusoria la pretensión moderna de establecer la sociedad sobre fundamentos autónomos. Se trata de la tesis llamada «genealógica», refutada por Hans Blumenberg, quien propone ver en la modernidad, no «el producto de una tradición desnaturalizada», resultante de una «transferencia de sustancia», sino una superación (finalmente) exitosa de las tentaciones gnósticas que no excluye la reinversión de funciones que han sido vaciadas.2 Sea como fuere, el aquí se ha convertido en el marco de las pretensiones de verdad y el punto de referencia de las búsquedas de realización personal.


    Llamaremos «postsecular» a una sociedad que, sobre una base secular, exhorta a la superación del carácter privado de la religión3 en dirección hacia una sociedad radicalmente abierta: incluso las convicciones más absolutas conseguirían socializarse en los procedimientos responsables de discusión ordenados bajo la forma de enfrentamientos civiles, legales y públicos. Una sociedad postsecular es capaz de ofrecer, sobre una base igualitaria, un marco apropiado para una exposición pública de las convicciones sometida a la prueba de contra-experiencias y contraargumentos. En ese caso, no se confrontarían tesis doctrinales sobre la existencia o la inexistencia de Dios, sino las experiencias vividas extraídas de esa opción tomada a favor de la existencia o de la inexistencia de Dios. En un contexto así, donde la cuestión de Dios se despolemiza sin ponerse en sordina, las sociedades seculares ganarían sin duda profundidad abriendo la reflexividad sobre sus concepciones implícitas acerca de lo que es válido o no para orientar la existencia.


    En el fondo, lejos de indicar un retorno hacia épocas preseculares, la postsecularidad sugiere, al contrario, que la secularización no se prosigue contra la religión, sino ahora con ella, y puede que en su seno, por el beneficio de una reconciliación de la razón crítica y de la fe. Por eso habría optado gustoso por la expresión «secularización segunda» o «secularización interna», más que por la de «postsecularidad». El término genera alarma, en particular en los medios en los que la laicidad es comprendida y utilizada como un muro contra la expresión pública de las convicciones religiosas. Sin embargo, así como la secularidad no implica una constitución laica de nuestros Estados, tampoco la postsecularidad significa un rechazo de los objetivos de la laicidad.


    Hay que considerar la laicidad republicana a la francesa con perspectiva, como un arreglo institucional entre otros principios comunes a los Estados democráticos de derecho: la libertad de culto, la igualdad ante la ley, y la autonomía recíproca de las Iglesias y del Estado. Pero con más claridad que con la secularidad (típicamente protestante), la laicidad postcatólica descansa sobre una privatización de lo religioso. Se trata, sin embargo, en grados variables, de una constante de los Estados europeos modernos. Esto se explica en dos órdenes de consideración: uno histórico y otro sistemático.


    En el orden histórico, la separación entre la convicción privada religiosa y la razón pública política, que podemos remitir a fuentes bíblicas, es fundamentalmente moderna. Se explica por el trauma de las guerras de religión del siglo XVI entre católicos y protestantes. Desde este punto de vista, la privatización de las convicciones religiosas fue una operación saludable, pues previno la dislocación social, pero también contribuyó a una pedagogía de la tolerancia. En el orden sistemático, la excomunión política de lo religioso está inscrita en la lógica de la razón pública tal como está estructurada por el espíritu liberal del derecho. Este aspecto sistemático es importante para mis propósitos. Es también el aspecto sobre el que menos se ha reflexionado.


    Yo sugería que la secularidad no se traduce necesariamente en una constitución laica de nuestros Estados. Tampoco la postsecularidad implica un rechazo del objetivo de la laicidad. Este objetivo es la coexistencia en igualdad de convicciones fundamentales, eventualmente divergentes, en el seno de un espacio civil pacificado, si no plenamente reconciliado. No obstante, la perspectiva postsecular aspira a algo más que a una pacificación garantizada a través de la disminución oficial de la diversidad étnica y religiosa. Propone más bien un reconocimiento sustancial de las convicciones, siempre y cuando éstas acepten relacionarse con la razón no hegemónica que dirige las confrontaciones bajo los tres principios civilizatorios de la Europa moderna: la civilidad, la legalidad y la publicidad.4 La idea de la postsecularidad sugiere un levantamiento del velo de ignorancia puesto sobre las pertenencias y las convicciones. La contribución de las religiones al aprendizaje de cuestiones delicadas dejaría de estar limitada a los márgenes de los procedimientos democráticos abiertos. Lo que, en perspectiva, se perfila con una tal ampliación de la arena deliberativa no es solamente un especie de secularización interna de las religiones de Europa. Es también una transformación de la razón pública.


    1. ¿Qué es la razón pública?


    La expresión «razón pública» designa el conjunto de argumentos autorizados para justificar públicamente la adopción o el rechazo de las normas que poseen consecuencias políticas. Bajo este aspecto —que se llama estructural, a diferencia del aspecto procesual del debate—, la razón pública presenta una estructura selectiva de admisibilidad política de los enunciados que pretenden tener una fuerza normativa. Considerada positivamente, la razón pública tiene como objetivo realizar un «trabajo de reconciliación», tal como sostenía John Rawls, debido a que ella ofrece una base de principios sobre los que es posible un consenso (sobre lo Justo o lo Equitativo), más allá de los desacuerdos doctrinales (sobre lo Bueno, el Bien o el Mal). Pero considerada negativamente, la estructura de la razón pública censura los enunciados cuya pretensión normativa considera como no admisible. Por ejemplo, «Dios dice que…» ha dejado de ser un argumento admisible, menos aún un argumento dirimente, en nuestros espacios cívicos. Aunque una sociedad verdaderamente liberal tolera la expresión pública de todas las opiniones y convicciones, solamente algunas de ellas, las que concuerdan con la gramática del derecho moderno, pueden ofrecer una base aceptable para las deliberaciones políticas.5


    Consideremos la situación resultante de la llamada, dirigida por la Unión Europea a las religiones,6 a implicarse en nuestros espacios públicos. El problema, visto desde la laicidad liberal y republicana, es doble. Se trata, por una parte, de la intromisión de un poder espiritual en el orden temporal y, en consecuencia, del problema del fundamentalismo moral: una posición que afirma la superioridad incondicional de la ley moral sobre la ley civil, en razón del carácter categórico, absoluto y literalmente indiscutible del mandamiento del deber, interpretado como una voz interior que se impone a una conciencia no depravada. Se trata, por otra parte, de la subordinación por parte de lo Justo —comprendido como igual libertad de los individuos— a un Bien colectivo y, en consecuencia, del problema del perfeccionismo político: una concepción según la cual la vida en sociedad tiene como destino realizar un valor final y supremo para la Ciudad, por lo que las disposiciones que organizan la comunidad política se ven evaluadas con el criterio de su adecuación a ese fin.


    Sin embargo, para el ethos liberal el fin de las sociedades modernas no es otro que la satisfacción del individuo y de su libertad. Siguiendo el sentido común moderno, se considera que cualquier disposición es políticamente justa si respeta la igual libertad de las personas. Esta afirmación se entiende en el sentido de que el interesado, él solo, está capacitado para definir su propio bien con total responsabilidad, sin que el Estado u otra autoridad determine en su lugar lo que es bueno para él. Por esta razón, el ethos liberal en sentido amplio es inconciliable con los gestos del fundamentalismo moral y del perfeccionismo político.


    Sin subestimar la magnitud de estos problemas, es importante esclarecer la perspectiva abierta por el compromiso de las religiones en los diálogos europeos. Lo que está en juego es una forma de perlaboración entre religión y política y, más allá, una transvaloración del espíritu crítico y de la fe, dos elementos cuya sinergia habría conformado —se dice— el auténtico germen del humanismo europeo.7 Ahora bien, ¿en qué consistiría la transformación de esta relación por parte de lo político y por parte de la religión?


    2. Por parte de lo político


    En los Estados democráticos de derecho lo político está sometido, en cuanto a su legitimidad, a la estructura y al proceso de la razón pública. No obstante, lo político no se confunde con la razón pública. En primer lugar, porque lo político la desborda ampliamente e incluso, eventualmente, transgrede las razones que pueden justificar su ejercicio desde el punto de vista de la justicia política y del derecho público. En segundo lugar, porque una primera misión integradora del Estado lo convierte en agente operador de un equilibrio que contextualiza esta razón pública con respecto a las particularidades de la comunidad política en cuestión.


    Lo político debe realizar, en efecto, un equilibrio entre la legitimidad de tres polos: el polo de la justicia política y de los derechos fundamentales; el polo de la autonomía cívica y de la voluntad política soberana; el polo de la identidad patrimonial, representado por el imaginario de una comunidad (por ejemplo, nacional) de valores y de tradiciones compartidas. Ahora bien, la razón pública debe lo esencial de su fuerza simbólica a los recursos de sentido del primer polo (derechos fundamentales y justicia política). En estado puro, su elemento principal es el concepto filosófico de derecho público. Según este concepto, el derecho público se entiende como el sistema de reglas que, siguiendo un principio de justicia, debe hacer compatibles entre sí las libertades individuales, de modo que el ejercicio de cada una no obstaculice el de las otras. Así, insuflado por el espíritu del derecho moderno, la estructura lógica de la razón pública se traduce perfectamente, en cuanto a su ejercicio político, en la máxima cardinal de la gestión liberal de los conflictos (o la máxima de la libertad negativa por defecto): haz lo que quieras, siempre y cuando el ejercicio de tu voluntad no atente contra las libertades de los otros miembros de la sociedad.


    Así quedan reducidas las cargas de confrontación y negociación que tienen como objetivo la resolución de los contenciosos civiles entre los miembros de una sociedad. La ventaja es evidente para tratar los conflictos de interés clásicos. Como dice justamente Alasdair MacIntyre: «la función de este sistema consiste en hacer que reine un orden en el que la resolución de los conflictos pueda efectuarse sin invocar teorías globales sobre la naturaleza del bien para el hombre».8 No obstante, esta ventaja no es solamente sistémica. Es una ventaja igualmente moral, pues el principio liberal de la razón pública se puede justificar bajo sólidas consideraciones; partiendo de un reconocimiento de la pluralidad de convicciones, de visiones del mundo y de sistemas de valores, requiere la formación de un consenso mínimo y fundamental sobre los principios de la justicia política —tolerancia, reciprocidad, equidad distributiva, no discriminación, igualdad ante la ley, libertad de reunión, de culto, de asociación, de expresión, de información y de opinión—, de modo que el funcionamiento de sociedades no basadas en la unanimidad sea estabilizado. Hablamos, de acuerdo con John Rawls, de un consenso por solapamiento: sobre el fondo de sus convicciones privadas, ancladas en imágenes del mundo portadoras de valores, los miembros de la sociedad pueden ponerse de acuerdo sobre los principios políticos de base, y su acuerdo puede hacerse público inmediatamente, de forma que las condiciones normativas de una coexistencia pacífica entre portadores de convicciones diversas, incluso divergentes, se estabilicen en un consenso explícito. Por otra parte, los tratados europeos postulan un consenso de este tipo cuando mencionan los así llamados «valores de la Unión».9


    Esta doble ventaja —ética y sistémica— se paga al precio, sin embargo, de una tensión que lleva casi al límite la desagregación entre el derecho y la moral. La separación entre fe religiosa y razón pública incluye, en efecto, otras divisiones: entre moral de convicción y moral de responsabilidad, entre esfera privada y esfera pública, entre valores y normas, entre ética sustancial y derecho formal, entre vida buena y sociedad justa. Las sólidas consideraciones del liberalismo político dejan en la sombra zonas de debilidad, donde se abalanzan los críticos comunitaristas10 del liberalismo político. Estas críticas convergen en la reclamación de una democracia deliberativa: se supone que los problemas de la sociedad pueden solventarse en una confrontación abierta, haciendo entrar en liza la diversidad de visiones del mundo y de concepciones particulares del Bien.


    Esto apunta a otro modelo de consenso, el de consenso por confrontación. El consenso por confrontación se adecúa de la forma más excelente a la idea de democracia deliberativa, y también a la perspectiva postsecular de una supresión de la excomunión política de lo religioso. Aunque este modelo implica, en efecto, una apertura de la razón pública —siempre liberal— a registros discursivos que no se reducen al estilo de la argumentación jurídica. La razón pública se haría así más porosa a los registros expresivos; por ejemplo, se haría porosa a los relatos vitales, así como a las gramáticas que funcionan sobre imágenes y signos.11


    Tal sería el camino de una perlaboración de la política con la religión. En semejante proceso, que supone una ampliación y una flexibilización de la razón pública, se pueden lanzar varias objeciones a una justificación funcional interna:12


    En primer lugar, la relativa impotencia de la razón jurídica; una impotencia debida a una limitación gramatical en sentido amplio frente a la irrupción de problemas llamados «relativos a la sociedad»: desde la interrupción voluntaria del embarazo, la reproducción asistida, la gestación subrogada o el matrimonio homosexual hasta la eutanasia pasiva o activa y la manipulación del genoma humano. Estos problemas necesitan y necesitarán una regulación. Más que otros, merecen que la deliberación pública se abra a razones que desbordan el formalismo del derecho.


    A continuación, la objeción ante una ocultación de preferencias que no son axiológicamente neutras. Los Derechos del Hombre proceden de una metafísica humanista cuya Dogmática restringe el círculo de destinatarios a los seres humanos vivos. Según la Corte Suprema de los Estados Unidos, el «humanismo laico», bautizado como «humanismo de los derechos» por sus detractores, es una «religión sin Dios».13 Cuando pretende ser estrictamente política, la justificación pública de los principios de la justicia se plantea como distinta de los motivos privados para adherirse a ella, por lo que la razón pública descansa sobre una privatización y no sobre una confrontación de convicciones. Sin embargo, si una confrontación razonable se admite en una cierta medida, entonces la razón pública no tiene poder políticamente constitutivo14 en el proceso de debate. De donde se derivan tres consecuencias: 1) entre justicia política y autonomía cívica se prevé un conflicto en el que la justicia política deberá prevalecer, lo que está por justificar; 2) el Estado encuentra su justificación en el vivir-en-común garantizado más bien por una ignorancia mutua, en vez de por un reconocimiento recíproco de las convicciones y las identidades de los ciudadanos, lo que genera desconfianza; 3) el Estado liberal no es consecuente en la práctica, pues su política supone, nolens volens, una elección entre usos públicos de la libertad, algunos de los cuales son, de hecho, privilegiados por ser considerados más legítimos o políticamente correctos que otros.


    Se prosigue con la objeción de la frustración de las aspiraciones de las personas a una autonomía plena, pues se considera que la autonomía de los individuos sólo puede ser plenamente satisfecha si la convicción deja de estar separada de la razón en nombre de la responsabilidad, mientras que la separación equivale a una censura. Los individuos aspiran, en efecto, a ser reconocidos públicamente en la completitud de persona o de su personalidad, sin que ésta sea fracturada en una parte privada, la de la convicción, y en una parte pública, la de la responsabilidad. John Rawls consideraba que una fractura semejante es consustancial a la condición de los ciudadanos de un Estado democrático de derecho.15 No obstante, el ideal contemporáneo de autonomía expresiva y de realización de sí está orientado en un sentido que afecta también a la dimensión de la interioridad de la persona.


    Finalmente, está la objeción de un peligro de vaciamiento de la base prepolítica de la solidaridad cívica, debido a la preferencia acordada al consenso por solapamiento frente el consenso por confrontación. Se seguiría un rodeo de la democracia participativa. Por una parte, las convicciones morales, religiosas, englobantes en general, proveen recursos prepolíticos de sentido y de motivación para una adhesión sólida a los principios de la justicia política. Por otra parte, necesitan ser sometidas a la prueba que representan las confrontaciones civiles, legales y públicas. Sin esta prueba, las convicciones corren el riesgo de caer en el desamparo y desmoronarse, lo que puede dar lugar tanto a un escepticismo o un relativismo generalizado como a que la creencia se endurezca sobre posiciones inmovilistas y fundamentalistas, pudiendo llegar hasta el fanatismo.


    De estas objeciones se puede extraer una consecuencia en forma de recomendación. Se trata de la sugerencia de un razonamiento recíproco que emanaría de la convicción religiosa y de la responsabilidad política.


    Así, la razón política liberal parece requerir una ampliación y una flexibilización de la estructura de admisibilidad de las pretensiones normativas expresadas en nuestros espacios públicos; también parece requerir que se haga más permeable a los registros de los discursos expresivos, «pre-argumentativos», como los relatos de experiencias vividas (narraciones) y las enseñanzas generales que de ellos se pueden extraer (interpretaciones). La razón pública se dirige, más allá de las estrictas consideraciones de equidad formal, hacia regiones que le permiten apreciar las vulnerabilidades y las sensibilidades diferenciales, lo que supone una apertura reconstructiva. Recíprocamente, cuando las religiones se dirigen al espacio público, se recomienda el paso de un uso privado (con respecto a los adeptos) a un uso público de sus discursos, lo que está en conformidad con las exhortaciones de las autoridades religiosas, que invitan a las iglesias a tomar parte en un diálogo con las otras religiones e incluso con los propios ateos.


    La conversión de las religiones a un uso público de su propia razón supone por su parte la interiorización de los principios de una sociedad abierta. Además, la privatización de las convicciones religiosas no es absolutamente inocua para las religiones.16 El peligro plasmolítico aguarda a toda forma de vida espiritual cuya expresión se vea más o menos confinada a un uso privado. Éste entraña un riesgo de sectarización, de integrismo en las reacciones o de endurecimiento sobre posiciones dogmáticas no reflexivas.


    3. Por parte de las religiones del espacio europeo


    En esta medida, la implicación de las religiones en los procesos de la razón pública —por lo tanto, bajo los procedimientos de una democracia deliberativa— puede requerir de su parte un cambio (o conversión) de actitud. Ésta es la dimensión pragmática del camino de la perlaboración. No obstante, una perspectiva semejante parece justificar igualmente una traducción de los símbolos de la doctrina en un lenguaje profano, accesible a cualquiera. Ésta es la dimensión semántica del proceso. Consideremos con más detalle las implicaciones de la transformación postsecular en cada una de las dos dimensiones.


    En lo concerniente a la dimensión pragmática de un eventual cambio de actitud, se trata de que las religiones del espacio europeo interioricen los principios de una sociedad abierta: falibilismo, criticismo y perspectivismo. Esto es lo que significa la llamada dirigida a las religiones del espacio europeo, una llamada a un uso público de la propia razón, lo que quiere decir: interiorizar tales principios más que expresar abiertamente sus posicionamientos doctrinales (algo a lo que ellas mismas ya se autorizan).


    El falibilismo designa una actitud de principio según la cual se asume que ninguna certeza está a salvo del error. El criticismo se distingue por una disposición a ofrecer justificaciones, así como a admitir refutaciones, sobre la base de exámenes imparciales. El perspectivismo considera que el contenido de cualquier proposición sólo cobra sentido en función del punto de vista desde el cual se enuncia.17 La unión de los tres principios (falibilista, criticista, perspectivista) genera un comportamiento reflexivo inseparable de la conciencia de la diferencia entre certidumbre y verdad. La integración de esta diferencia no equivale a debilitar la convicción. Ésta puede incluso ser reforzada como consecuencia de su exposición —entendida como puesta en cuestión crítica— a la luz de la publicidad, a fin de forjar la convicción en el fuego de la confrontación. El ethos falibilista-criticista-perspectivista se muestra mediante actos performativos que vinculan idealizaciones y anticipaciones a postulados reguladores que son por principio contrafácticos:18 cada uno postula —es un «como si» práctico— que el protagonista no se encuentra en las tinieblas; que se puede aprender de él; que no miente; que se toma en serio los argumentos y las objeciones; que no busca a cualquier precio tener la última palabra; que no sacrifica la clarificación de los problemas a la adopción de posicionamientos. En resumidas cuentas, que él participa seriamente en una discusión verdadera.19


    En lo que concierne a la dimensión semántica de una traducción de los símbolos, la sospecha de proselitismo no debe lastrar su correcta comprensión. Se trata más bien de que las religiones pongan las cartas sobre la mesa y se esfuercen por explicitar, más allá de un «Dios dice que…», las bases de las convicciones y de las doctrinas de sus tomas de posición con ocasión de problemas, relativos a la sociedad, con un importante contenido ético. Esta explicación debería también poder operar como un antídoto contra la «santa ignorancia» de los movimientos religiosos radicalizados.20 En las condiciones de un uso público, el ejercicio teológico consistirá en explicitar el valor operativo de los símbolos del corpus doctrinal en un lenguaje secular actualizado. Por ejemplo, cuando se dice:


    a) Dios ha creado al hombre a su imagen y semejanza (la persona humana reviste un carácter sagrado que le hace ser, en el orden de la dignidad, un ser diferenciado);


    b) Dios es uno, y sólo existe un único Dios (todos los hombres, hijos de Dios, son hermanos y, por lo tanto, iguales en dignidad);


    c) Dios ha creado el mundo y la naturaleza, y ha instituido al ser humano como su depositario (los hombres no son propietarios de la naturaleza —ni en ellos, ni fuera de ellos—. No pueden tratarla de cualquier forma).


    Solamente he evocado los teologemas más básicos que, a la vez, coinciden con nuestros derechos seculares y que son comunes a las religiones del Libro. No obstante, se puede enriquecer el repertorio simbólico y añadir, sin exclusión, los grandes relatos: Babel, el Diluvio, el Génesis, la Alianza, el Éxodo, el Exilio, la Creación, el Apocalipsis, la Redención, el Perdón, la Encarnación, la Resurrección o Pentecostés; pero también los grandes mitos: Gilgamesh, Osiris, Prometeo, Adam Kadmon y todas las figuras de la sabiduría o del genio religioso que condensan las experiencias más candentes y las intuiciones más profundas. A una teología que busca la inteligencia de la fe le corresponde la tarea de esquematizar para lo cotidiano el thesaurus de experiencias y de reflexiones archivados por las religiones. Tales son sus propias luces, distintas de las luces filosóficas de antaño.


    En el aspecto pragmático de las actitudes que acompañan a la razón pública, todos los contenidos de creencia son considerados estatutariamente iguales en cuanto a la dignidad epistémica. La antigua distinción entre episteme y doxa, entre ciencia y opinión, es una jerarquía que ya no funciona. Se tiene en cuenta solamente la disciplina en la interiorización de los tres principios (falibilismo, criticismo y perspectivismo).


    En el aspecto semántico de las justificaciones admisibles por la razón pública, todos los géneros semióticos pueden ser traducidos en el lenguaje común, pues todas las intuiciones se benefician de la presunción de comunicabilidad. Este principio metódico no debe implicar una trivialización de los dogmas ni de los misterios. Su traducción en el lenguaje común más bien permitiría a los interlocutores medir la diferencia de impacto con el lenguaje de la fe en sus diversos registros —literal, alegórico, moral y espiritual o escatológico— y, esto, tanto más cuanto el significado de los contenidos alegóricos pueda ser elucidado. Desde esta perspectiva, la mediación teológica se justifica en primer lugar en espacios deliberativos abiertos, a fin de procurar a éstos la sustancia que más tarde corresponde retener a la razón pública, mediando el filtro de la mediación jurídica.


    4. Caminos de una reconciliación entre la razón y la fe


    Esbozar aquí, a grandes rasgos, los caminos de una reconciliación entre ratio y fides no debe enmascarar los riesgos. He evocado sin más los del fundamentalismo moral y el perfeccionismo político. Éstos son los riesgos que corre una teoría de lo político. Pero, desde el punto de vista de una teoría de la religión aparecen otros peligros, como la profanación de algunas representaciones o, incluso, la relativización de las verdades —de la verdad—. Desde este punto de vista, se supone que la crisis de la verdad marca la crisis espiritual de nuestra época.21 Esto afecta a tantos ámbitos que los efectos de la transformación postsecular merecen ser considerados. El problema que las autoridades religiosas generalmente ponen de relieve —a sus ojos, el hecho ideológico de nuestro tiempo— es el relativismo.22 Denuncian una forma de oscurecimiento y de cobardía frente a la llamada de lo que sería sencillamente verdadero. La expresión fue empleada por Juan Pablo II. «Sencillamente verdadero» es aquello que procede de una evidencia indubitable, sobre todo en lo que concierne al Bien y al Mal; cuestiones en las que el juicio normalmente no podría fallar, a excepción de que sea llevado a las tinieblas por la ideología del Tiempo presente. La conciencia común puede verse desviada por la colisión de visiones del mundo y de sistemas de valores cuya coexistencia está garantizada por la afirmación oficial de una igual legitimidad de las orientaciones individuales, siempre y cuando no atenten contra las libertades. Este contexto pluralista puede ser sospechoso de oscurecer para el sentido común la evidencia de lo que es «sencillamente verdadero».


    Pero entonces, la actitud defensiva frente al relativismo ambiental ya no puede contentarse con la llamada a la evidencia intuitiva. Hace falta mostrar que la invocación de una verdad relativa es lisa y llanamente inconsistente; que, por necesidad, lo sencillamente verdadero debe, por lo tanto, hacerse conocer y reconocer como lo absolutamente verdadero. ¿Quiere esto decir que, como antaño, vamos a escuchar pruebas sobre la existencia de Dios o el restablecimiento de lo Absoluto en sus derechos? Aparentemente, la teología contemporánea no continúa la vía de una filosofía de lo Absoluto. Si se consideran las sugerencias expresadas por teólogos como Christophe Boureux, Olivier Riaudel, Ignace Berten o Carsten Barwasser, la orientación está inspirada por el famoso giro hermenéutico/lingüístico/pragmático, con una inflexión intersubjetivista o comunicacional marcada. Yo doy la bienvenida a estas orientaciones de una teología que, más allá de los intentos ecuménicos, desea un diálogo transconfesional abierto a los propios ateos. En este gesto de descentramiento se sitúa el encuentro entre la teología y la filosofía sobre el tema de una razón comunicativa que pretende ser postmetafísica.


    Entre la razón pública de los Estados democráticos y las religiones reveladas, llamadas abrahámicas o religiones del Libro, la perspectiva de una reconciliación está abierta, más que por un retorno dogmático, por la filosofía crítica. Pero esta perspectiva se encuentra con fuertes objeciones escépticas. Entre las críticas más interesantes se encuentra la objeción de una difícil traducción del lenguaje de la fe o de la convicción religiosa al lenguaje del derecho positivo moderno y al de la razón democrático-liberal.


    5. Mediación teológica y mediación jurídica


    El desafío de la traducción consiste en asegurar la mediación jurídica. Si ésta faltara, los argumentos teológicos no podrían efectuar una contribución positiva a la transformación de nuestros espacios normativos.


    ¿Por qué habría que traducirse la convicción religiosa en el lenguaje del derecho? Porque nuestras sociedades pluralistas no gozan de una base homogénea de convicciones morales compartidas. Pueden apoyarse sobre una unanimidad ética no problemática, como la que antaño garantizaban las religiones tradicionales, pero el hecho individualista hace necesaria, en un régimen pluralista, la mediación del derecho. En las sociedades liberales la mediación universal (la Ciudad común) es la del derecho —el corazón de la razón pública, como consideraba Ronald Dworkin—,23 cuyo concepto formal permite considerar que un sistema que se autolimita y que así asegura una compatibilidad universal de las libertades individuales es un sistema «justo».


    Las diferenciaciones categoriales a las que estamos habituados se vinculan al hecho del pluralismo: la diferenciación entre derecho y moral, entre razón pública y convicción privada, entre normas y valores, entre lo Justo y el Bien, etc. Debido a la inserción del pluralismo en el mundo moderno, la Iglesia católica no sólo ha tenido que reconocerlo, sino que además ha tenido que considerarlo como un elemento positivo para el progreso mismo de la religión. Éste es un gran acontecimiento. En su Discurso de clausura del noveno Simposio del Consejo de Conferencias Episcopales de Europa (CCEE), el cardenal Vlk pudo así declarar que el pluralismo es un hecho insuperable de las sociedades europeas; que además es una realidad positiva; y que también atraviesa a la propia Iglesia, al igual que a los creyentes en general.24 Esto nos ofrece «una oportunidad para comprender la unidad como plenitud de diversidades».25 Aunque es cierto que nuestras sociedades se enfrentan a «la cuestión de los fundamentos comunes de la cultura, de la sociedad y de la ética», es preciso considerar que «las Iglesias no poseen monopolio alguno en la consolidación de esos fundamentos». Sin embargo, éstas están llamadas a «tomar parte en la discusión general, de común acuerdo con las diferentes corrientes espirituales». El «diálogo abierto, transparente y regular» (artículo 17 TUE) de los poderes públicos con las Iglesias, religiones y organizaciones filosóficas no confesionales arraiga en las prácticas de una democracia deliberativa en formación, especialmente a través de las diversas comisiones éticas cuyo proceder tiene el mérito de no atar a sus miembros a las «familias» que se supone que deberían representar.26


    ¿Qué acuerdo podemos considerar? Esta cuestión no es trivial, pues afecta a las delicadas relaciones entre la convicción religiosa y la razón pública, así como a las relaciones entre la legalidad y la moralidad.27 Por un lado, la Iglesia debe aculturarse al liberalismo político. Por otro lado, la llamada al diálogo civil, que le es lanzada por los poderes públicos en la Unión Europea, modifica la situación liberal. Yo he evocado una perlaboración de las dos esferas antaño separadas. También he insistido en el hecho de que en el contexto de las sociedades modernas, liberales en el sentido de John Rawls, el derecho propone una mediación que permite articular las instituciones públicas y las convicciones privadas, pero sin poder expresar sin embargo una unanimidad de sus convicciones. Estas últimas deben, pues, descentrarse, llevarse a un nivel reflexivo —a una especie de segundo grado—, para que los miembros de la sociedad, a pesar de sus divergencias espontáneas sobre cuestiones éticas sustanciales, se pongan sin embargo de acuerdo en la consideración de que cada uno puede actuar como desee siempre y cuando el ejercicio de su libertad no atente contra la de otro. Con independencia de sus ventajas técnicas y morales, esta fórmula se encuentra con límites sistemáticos, especialmente cuando es preciso poder decidir sobre cuestiones que afectan globalmente a la «dignidad humana»; o incluso cuando el ejercicio salvaje de la libertad de expresión hace emerger como un límite, no ya la libertad, sino la vulnerabilidad de las personas. Ahí, el principio liberal «económico» de la libertad negativa ya no funciona por defecto, o funciona mal. Por eso, conservando la base del liberalismo político, la democracia deliberativa espera afrontar el desafío mediante una activación de los procedimientos del diálogo público.


    He aquí la imagen: el sentido común recibe continuamente inputs dóxicos, llevados por flujos informales y desorganizados de comunicación social. Así emergen, sin que se sepa muy bien por qué ni cómo, nuevos temas que cobran importancia en la opinión y se convierten en candidatos a la existencia política. De ahí provienen las modificaciones emergentes en el nivel más visible de la opinión pública. Ésta proporciona las visiones globales y las consideraciones que podrán entrar como argumentos novedosos en la formación de la voluntad política. Ahí se juega la articulación poco visible entre, por un lado, los juicios que remiten a las categorías de bien y mal, siguiendo la mediación teológica; por otro lado, los juicios que se refieren a lo justo y lo injusto, siguiendo la mediación jurídica. Desde un punto de vista genético, el derecho no es nunca puro en el sentido de un punto de vista estricto sobre lo justo y lo injusto; el derecho está inevitablemente cargado de juicios morales implícitos en cuanto a lo que está bien o mal. La emergencia de nuevas sensibilidades (en particular las que tratan con la ecología) muestra más que una mera preocupación por la protección del medio ambiente: muestra también un incremento de los sentimientos religiosos en nuevas direcciones. El sentido común asume nuevas sensibilidades que ejercen una presión sobre la razón pública.


    Una vez que la doble mediación —teológica y jurídica— ha podido estabilizar una consonancia cognitiva ente el sentido común y la razón pública, se pueden introducir procedimientos formales para el ejercicio bien reglado de una democracia deliberativa. A este nivel, los posicionamientos tomados por los protagonistas de las discusiones públicas institucionalizadas deben articularse en el lenguaje del derecho. Pueden hacerlo poco o mucho, dependiendo de si esperan ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones, que sigue el principio de Legalidad —el cual pretende que toda decisión y que toda medida política sean acompañadas de un acto jurídico, so pena de aceptar la vía de los hechos—.


    Sin duda, el derecho está destinado a evolucionar en su estructura lógica bajo la presión política de los nuevos problemas éticos de la sociedad. Éstos reclaman un tratamiento jurídico, aunque sólo sea para decretar prohibiciones legales sobre la base de lo que sería inaceptable para una comunidad política. En este nivel, la separación liberal entre derecho y moral debe, pues, ser relativizada. No obstante, el logos jurídico y la gramática del derecho no dejan de ser la vía obligada de transformación de los intereses y de las convicciones, inicialmente privadas, en normas jurídicas. Esto conlleva algo parecido a un esfuerzo de traducción, sobre todo cuando las convicciones privadas encuentran al inicio su expresión (por así decir) natural en la gramática de las religiones.


    6. El problema de la traducción


    ¿Por qué una necesidad semejante de traducción es problemática? El problema de la traducción del lenguaje de la fe al lenguaje del derecho es al comienzo el de un cambio (o conversión) del discurso de las religiones desde el uso privado a un uso público de su propia razón. Una vez más, el calificativo «público» reviste aquí un sentido normativo fuerte: no consiste solamente en expresar sus posicionamientos, sino en justificarlos, aceptando exponerlos según las necesidades de la explicación. El problema se plantea evidentemente en un contexto de neutralismo confesional de la razón pública. El problema se complica por el hecho de que el alma de la religión —la fe comprendida como «memoria del porvenir», como memoria futuri— estaría oculta por el enfoque —considerado instrumental— de unos intelectuales laicos que se abren a los contenidos de la religión para reclamar su sumisión civil. Tal es la objeción lanzada por Barwasser a Habermas. Sin negar el avance que representan las sugerencias de Habermas en lo que concierne al papel de las religiones en nuestra sociedad, Barwasser le reprocha que su percepción permanezca «puramente funcional».28


    Puede que con esta crítica Carsten Barwasser subestime la importancia que Habermas otorga al «desafío cognitivo» que a sus ojos representa la persistencia de las religiones en el mundo secular. En todo caso, se comprende que las religiones rechacen convertirse en ideologías de sustitución para compensar los vacíos políticos. Siguiendo la comprehensión que tienen de sí mismas, las religiones «proféticas» —musulmanas y cristianas— sin duda no tienen como misión única, ni siquiera como misión principal, administrar un corpus para mantener la piedad en el seno de una comunidad de creyentes, sino de llevar un mensaje al mundo. Estas religiones consideran que tienen que difundir el plan de Dios para la humanidad, más allá incluso del mundo de los creyentes. Si reclamamos la valoración de este sustrato para superar la crisis espiritual de Europa y el vacío que de ella se deriva, entonces esto revelaría un uso político de la religión y, en el caso del cristianismo, una distorsión de su telos propio.


    Sin embargo, se trata de un uso político de la religión que no es instrumental: se trata de un uso que toma como meta la plenitud de la persona y considera que su autonomía solamente será completamente realizada bajo las condiciones de una razón apta para reconciliar en ella convicción y responsabilidad. Un ideal semejante no le es extraño29 a las religiones. No obstante, deben aculturar al público sus propios contenidos doctrinales, a pesar de que se pida —tal como pide Charles Moredod— mantenerse en una neutralidad científica correcta. Su problemática de un uso público del discurso teológico no concierne a la educación religiosa, que consistiría en un uso privado, sino que concierne a una educación razonable del hecho religioso. Concentrando su argumento crítico sobre la cuestión de la enseñanza de las ciencias religiosas, Charles Morerod creía mostrar que existe un interés epistémico y moral, en la sociedad, hacia un diálogo interreligioso comprometido, donde «se hace como si la religión fuese verdadera».30 Ahora bien, que la convicción religiosa no deba entrar disfrazada en la escena pública de un espacio secular es una buena razón para pensar que la traducción es necesaria si la convicción debe superar esta alternativa: permanecer privatizada o quedar neutralizada. Pero, ¿por qué una traducción semejante sería en el fondo problemática?


    Por razones «gramaticales», sobre todo. En otra parte he desarrollado la noción de gramáticas31 a las que les hago corresponder, donde aparecen precisamente verdaderos problemas de traducción, tipos semióticos diferentes. Una misma gramática se presupone, fundamentalmente, en la posible traducción entre las diferentes lenguas del mundo. Pero éste no es el caso cuando, por ejemplo, hay que traducir el lenguaje de los sueños al lenguaje social público; pues, ahí, las gramáticas son fundamentalmente diferentes: una gramática de asociaciones icónicas para el lenguaje de los sueños, por un lado, y una gramática de la diferenciación verbal para el lenguaje público, por otro. Mutatis mutandis, ocurre algo similar en la traducción del lenguaje religioso al lenguaje secular, jurídico-político —un poco como, antaño, había que poder traducir las alegorías y las parábolas en un lenguaje claro—. Desde un punto de vista gramatical, la diferencia entre religión y derecho podría, con prudencia, ser remitida a la vieja distinción entre mythos y logos. Al afirmar esto, no se identifica religión y mito. Pero la religión posee la singular potencia de concentrar sus intelecciones en regiones en las que la razón jurídica y agnóstica moderna es completamente extranjera: ésta sólo ve un vacío, mientras que el logos religioso, más cercano sin duda al mythos, se propone en primera línea para hacerse cargo de nuestras intelecciones morales profundas, en particular las relativas a la vida y la muerte.


    De hecho, la narración y la interpretación son los registros preferentes del logos religioso, mientras que el registro preferente del logos jurídico es la argumentación. De esto se deduce que la traducción de las convicciones religiosas al logos secular solamente comienza a poder ser tenido en cuenta seriamente a partir del momento en que la razón pública se flexibiliza y se amplía, al tiempo que profundiza o se sustancializa en dirección hacia registros narrativos e interpretativos, propicios para un despertar de los afectos. Se habla de una fuerza psicagógica de los relatos, sobre todo cuando se ajustan al género de los mitos, las epopeyas, los cuentos y las leyendas. Así, el logos entra en su dimensión reconstructiva. Expresar las convicciones privadas en el lenguaje de la razón pública equivale a traducir de lo narrativo y lo interpretativo a lo argumentativo. Esto supone que también se puede traducir de lo icónico-indiciario a lo proposicional —según el esquema «si… entonces» característico del estilo argumentativo—, así como a lo contrafáctico, siguiendo el modelo del «como si» al que el estilo reconstructivo confiere su alcance práctico pleno.
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